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RADICACIÓN: 66088600006220140031301
PROCESADO: JAAH
SE REVOCA Y CONDENA 
S. No 003

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LESIONES PERSONALES CULPOSAS / EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / COMPENSACIÓN DE CULPAS / NO APLICA EN EL DERECHO PENAL / DOBLE CONFORMIDAD / RECUENTO DE LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL / POSIBILIDAD DE APELAR LA CONDENA AUNQUE SE IMPONGA POR PRIMERA VEZ EN SEGUNDA INSTANCIA / CAMBIO DE CRITERIO.
… en el Derecho Penal a diferencia del civil, no se admite la “compensación de culpas”, por estar de por medio intereses supra-personales que obligan al Estado a imponer las sanciones correspondientes a todo aquel que por un comportamiento culposo causa daño en el cuerpo o en la salud de otro. Los intereses en conflicto dejan de ser privados y pasan a ser públicos. En materia penal, por tanto, cada sujeto activo de la acción o de la omisión responde por su propia culpa, independientemente de los otros copartícipes.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con resultados de lesiones mutuas. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, en consecuencia, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente.

Ahora bien, no obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. Así que en caso de demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado. (…)
En un principio esta Sala era del criterio que cuando se revocaba un fallo absolutorio de primera instancia y en su lugar se declaraba la responsabilidad penal del acusado, se debía dar aplicación al tercer inciso del artículo 176 del CPP, en lo relativo al recurso de apelación que eventualmente podía ser interpuesto contra esa decisión…

Tal criterio fue modificado por la mayoría de los magistrados que integramos esta Corporación… en atención a lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala Penal en providencias  48012 de julio 12 de 2016 y 47716 de diciembre de 2017, entre otras, razón por la cual solo se concedió de ahí en adelante el recurso extraordinario de casación frente a la primera sentencia de condena que en segunda instancia se profiriera por parte de este Tribunal.

Esa posición mayoritaria se ha mantenido hasta la fecha. No obstante, a la hora de ahora y con ocasión de un reciente fallo del órgano de cierre en materia penal, nos referimos a la sentencia 44564 de diciembre 5 de 2018, por medio de la cual se estableció que el procesado tenía derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria, entiende el Tribunal que se ha presentado un giro en la línea jurisprudencial que al respecto se tenía…
En el referido fallo dictado en sede de casación se activó el ejercicio de la impugnación especial por medio de un procedimiento transitorio -cuyo trámite a seguir quedó allí establecido-, y se señaló igualmente que esa garantía opera a favor de quien es declarado responsable “al margen la instancia en que fue condenado”, lo que da entender que el mismo sería aplicable a casos como el presente, donde se ha revocado la sentencia absolutoria de primera instancia que se dictó para el comprometido JAAH, por lo cual se considera que en el caso sub examen la defensa del procesado estaría habilitada para interponer el recurso de apelación especial contra la determinación adoptada por esta Colegiatura, tal como se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.
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  ACTA DE APROBACIÓN No 043
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 08 de 2019. 10:01 a.m.

	Imputado: 
	JAAH  

	Cédula de ciudadanía:
	16.447.138 expedida en Belén de Umbría (Rda)

	Delito:
	Lesiones personales culposas

	Víctima:
	Álvaro Andrés Reina Caro 

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el representante de la víctima contra la sentencia absolutoria de fecha agosto 18 de 2017. SE REVOCA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En septiembre 23 de 2014 aproximadamente a las 16:00 horas, en la vía que de Belén de Umbría conduce a Remolinos, vereda La Planta, resultó lesionado el señor ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO quien se desplazaba en la motocicleta de placa YME-04C, al colisionar con el vehículo tipo camioneta de placa HAI-000 conducido por el señor JAAH.  
1.2.- Corolario de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal con Función de Control de Garantías de Belén de Umbría (06-09-2016), por medio de las cuales se imputó autoría en el punible de lesiones personales culposas de conformidad con lo establecido en los artículos 111, 112 inciso 2º, 113 inciso 2º, 114 inciso 2°. 115 y 120 incisos 1° y 2° del Código Penal, en armonía con el 14 de la Ley 890/04; el indiciado GUARDÓ SILENCIO. 

1.3.- Ante ese no allanamiento a los cargos imputados, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (diciembre 05 de 2016) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de formulación de acusación (marzo 14 de 2017), preparatoria (abril 04 de 2017), juicio oral (agosto 01 de 2017), sentido de fallo de carácter absolutorio (agosto 03 de 2017),  y lectura de sentencia (agosto 18 de 2017).
Para llegar a la anterior determinación, el a quo señaló que frente a las dos versiones (víctima y acusado) de la forma en que ocurrieron los hechos, y de acuerdo con el material probatorio presentado en el juicio, se concluye que cuando el señor JAAH giró a la izquierda hacia la finca “Calatrava”, al cruzar la línea amarilla lo hizo con la seguridad de que podía hacerlo, amparado bajo los postulados del principio de confianza; es decir, que esperó a que los demás rodantes que se movilizaban por la vía supieran de su intención, lo que al parecer no tuvo en cuenta el señor ÁLVARO REINA -víctima- al pretender realizar una fallida maniobra de rebasamiento no permitida en la zona de conformidad con la señal de la línea continua amarilla en el piso. 

En esos términos -asegura- la víctima actuó de manera imprudente y antirreglamentaria en el presente asunto, lo que implica que de su parte hubo un incremento del riesgo jurídicamente permitido, a consecuencia de lo cual no se le podía imputar jurídicamente el resultado de lo acontecido al señor JAAH.
1.4.- El representante de la víctima no estuvo conforme con esta determinación y la apeló.
2.- Debate

2.1.- Representante de la víctima -recurrente-

Solicita se dicte una sentencia de carácter condenatorio con fundamento en lo siguiente:

En el presente caso el juez a quo no valoró el informe de tránsito No 00416 de fecha septiembre 23 de 2014 y elaborado por JORGE IVÁN TABARES –Secretario de Gobierno de Belén de Umbría-, y restó importancia a aspectos puntuales del accidente que fueron esbozados en el croquis, tales como la huella de frenado, el grado de visibilidad, el estado de los vehículos y las distancias. Todo lo cual demuestra un error de juicio en la valoración de la prueba indiciaria.

El informe de tránsito tiene el propósito de conseguir información importante y además permite descubrir detalles de lo sucedido. La huella de frenado presenta una longitud de 9 metros 25 centímetros y empieza en el carril derecho por el cual se desplazaba la motocicleta, por lo tanto, se requería valorar la distancia necesaria para que el conductor de la motocicleta pudiera detenerse antes de llegar al obstáculo (camioneta conducida por el aquí acusado JAAH).
Existen unas fotografías que no fueron presentadas en el juicio oral y que fueron tomadas por el Secretario de Gobierno de Belén de Umbría en la cual se aprecia la huella de frenado.

Las señales de tránsito que utilizan colores en la carretera se denominan líneas divisorias de carril: “si la línea demarcada sobre el pavimento es de color blanco indica que el tránsito de vehículos es en un sentido o dirección, pero si es de color amarillo significa que los canales que esta línea separa operan en sentido contrario”. Vale decir que la línea continua cuando está presente indica que es prohibido rebasar o cruzarla, mientras que la línea segmentada si permite hacerlo.  
Los testimonios del acusado y su esposa GLADIS SOCORRO TORO HERRERA quien lo acompañaba el día de los hechos, confirman una infracción al deber objetivo de cuidado al inobservar las reglas de tránsito, porque se omitió la presencia de la línea continua presente en el sector, y pese a que esta le indicaba que es prohibido cruzarla lo hizo, como era su costumbre.
Los datos registrados en el croquis evidencian que el señor JAAH no tomó las precauciones que indican las reglas de tránsito, en el sentido que no se debía cruzar una línea continua en una curva, máxime cuando los vehículos que vienen detrás de él ven reducida las condiciones de visibilidad.
2.1.- Los no recurrentes guardaron silencio. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso el representante de la víctima-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae a establecer el grado de acierto que contiene el fallo de primera instancia en cuanto absolvió al acusado JAAH del cargo de lesiones personales culposas ocurrido en hecho de tránsito. De compartir la Sala la decisión, se deberá determinar si la causa del resultado antijurídico provino en forma exclusiva del actuar imprudente de la víctima; o si, por el contrario, en ello tuvo alguna injerencia la forma en que obró el acusado.
3.3.- Solución a la controversia

La Corporación no aprecia irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo insubsanable que obligue a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; en consecuencia, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde tal cual se ha anunciado.

No se discute ni ha sido tema propuesto en el recurso, la real ocurrencia del siniestro ni la afectación causada en la salud tanto del señor ALVARO ANDRÉS REINA CARO -conductor de la motocicleta de placa YME-04C- al momento en que el rodante en que viajaba impactó con la camioneta de placa HAI-000 timoneado por el hoy acusado JAAH.

Lo que en esencia se discute, se concreta en la necesidad de establecer cuál de los dos conductores procedió de forma imprudente, negligente, con impericia o con desconocimiento de las reglas de tránsito, al traspasar en una vía de doble sentido la línea continua amarilla demarcada sobre el asfalto.
Ese cuestionamiento se hace indispensable para determinar principalmente si el conductor de la motocicleta tuvo o no tuvo responsabilidad única o compartida en el resultado dañoso, porque, dígase de una vez, está claro que el motociclista iba a sobrepasar la camioneta que se desplazaba en el mismo sentido en un sector previo a una curva con demarcación de línea amarilla continua; en tanto este último rodante giro a la izquierda con el fin de ingresar a la vía que conduce a la finca “Calatrava”.

Pero una vez definido lo anterior, aún restaría analizar otro punto que el Tribunal estima de suma trascendencia. Nada diferente a definir si el procesado en verdad tomó las medidas de precaución reglamentarias para proceder con un giro a la izquierda con el fin de ingresar a esa otra calzada alterna, y si ello en sí mismo considerado es causa para proclamar responsabilidad penal en el asunto en ciernes.

Estima la Corporación que esos son los dos principales puntos a dilucidar y de ellos se podrá definir con certeza si el responsable es únicamente el aquí acusado, o lo es el conductor de la motocicleta; o si, por el contrario, la responsabilidad recae en ambos conductores y estamos en presencia de una culpa compartida.  

Recordemos que en el Derecho Penal a diferencia del civil, no se admite la “compensación de culpas”, por estar de por medio intereses supra-personales que obligan al Estado a imponer las sanciones correspondientes a todo aquel que por un comportamiento culposo causa daño en el cuerpo o en la salud de otro. Los intereses en conflicto dejan de ser privados y pasan a ser públicos. En materia penal, por tanto, cada sujeto activo de la acción o de la omisión responde por su propia culpa, independientemente de los otros copartícipes.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con resultados de lesiones mutuas
. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, en consecuencia, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente
.

Ahora bien, no obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. Así que en caso de demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.

Y lo anterior es así, porque como lo expresa el artículo 2.357 del Código Civil: “La apreciación del daño está sujeta a la reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. Es disposición que debe tenerse en cuenta para la graduación de perjuicios como lo dio a conocer la Corte desde la providencia del 14-12-92, M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.

Primer punto a resolver: sobrepaso previo al inicio de una curva en una vía de doble sentido con demarcación de línea amarilla continua.

En el juicio oral, en el fallo y en el recurso de apelación presentado por el representante de la víctima, acerca de ese tema transcendental, se dijo lo siguiente: 

El juez de la causa sostuvo que el señor ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO no tuvo la precaución debida al pretender realizar una fallida maniobra de adelantamiento o rebasamiento no permitida en razón a la existencia de una señal consistente en una línea continua amarilla en el piso.

A su turno, el defensor manifestó que la línea demarcada en el centro de la vía no prohíbe hacer giros a la izquierda pero si adelantar.

En criterio del Tribunal, y de acuerdo con las pruebas que fueron allegadas válidamente al juicio, como son el acta de inspección al lugar de los hechos, el dibujo topográfico, el informe de accidente de tránsito, croquis, fotografías, y los testimonios, permiten a la judicatura llegar con total claridad a una resolución apropiada del conflicto. 

De los anteriores elementos se observa que el accidente de tránsito ocurrió en una vía con las siguientes características: pavimentada, de una calzada en doble sentido descendente con 2.3° de inclinación, seguida de una curva a la derecha, y con demarcación terrestre de línea continua de color amarillo en regulares condiciones. 

Si se tiene claro lo anterior, se podrá concluir que una parte de razón la tiene tanto el juez a quo como el defensor cuando advierten que en ese sector de la vía era prohibido cualquier maniobra de adelantamiento en atención a la línea continua amarilla que se demarca en la parte central de la carretera. Pero ocurre, que no es solo ese hecho que constituye una falta al deber objetivo de cuidado por parte de la víctima, sino también, o además, el haber optado por realizar ese adelantamiento de la camioneta en una zona descendente con la aproximación a una curva, como se puede observar en el dibujo topográfico que se realizó según la versión del mismo señor ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO quien en la diligencia de inspección al lugar de los hechos señaló: “[…] continuando su recorrido y avanzando 10.0 metros superando la semicurva y al observar que el vehículo que en ese momento se hallaba en tránsito a 4.25 metros de éste y a 12.3 metros de la entrada a la finca Calatrava, no tenía prendidas las luces direccionales y que no se orilló, aunado a que en sentido contrario no venía ningún vehículo, optó por adelantarlo por la izquierda […]”
Por lo tanto, en relación con este punto específico, es deber sostener que la víctima realizó una maniobra de sobrepaso con desconocimiento de la prohibición del artículo 73 de la ley 769/02, es decir: “adelantar otro vehículo en curvas o pendientes”, toda vez que del croquis, del dibujo topográfico y del informe de inspección al lugar de los hechos, se advierte que los vehículos involucrados en el accidente que se desplazaban en sentido Belén de Umbría–Remolinos, se encontraban próximos a una curva con 12° de inclinación a la derecha.

Ahora, se puede decir según la ubicación final de los vehículos, que si la víctima opta por no realizar la maniobra de adelantamiento a la camioneta conducida por el aquí acusado, el impacto tal vez no hubiera ocurrido, como quiera que el golpe de los dos automotores se produjo sobre el carril izquierdo, lo que indica que de haberse desplazado el motociclista por el carril derecho a la distancia de un (1) metro de la acera u orilla –art. 94 ley 769/02-, como correspondía, el golpe en la parte trasera izquierda de la camioneta no se hubiera presentado en las condiciones en que acaeció porque la camioneta ya había ingresado en su totalidad al carril contrario.
Si bien el representante de la víctima manifiesta que en el croquis se plasmó una huella de frenado -aparentemente de la motocicleta-, esa información suministrada por la persona que elaboró el dibujo -JORGE IVÁN VÉLEZ TABARES-, no es suficiente para que la judicatura determine qué reacción tuvo el conductor de la moto al momento de realizar el adelantamiento, como quiera que esa información debió ser analizada en su momento por los expertos en física con el fin de evaluar las distancias entre los vehículos y sus velocidades; empero la Fiscalía en su etapa de investigación no realizó ninguna labor en tal sentido.

Sea como fuere, se repite, el conductor de la moto tenía prohibido realizar cualquier maniobra de rebasamiento, no solo por la línea amarilla continua, sino por la curva a la derecha que se encontraba pronto a recorrer, y al hacerlo generó una situación de riesgo susceptible de censurarse en el ámbito penal. 

Lo anterior permite asegurar, que el conductor de la motocicleta ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO, tuvo participación o coparticipación directa a título culposo en el resultado antijurídico. Y si ello es así, como en efecto lo es, resta establecer si esa culpa es compartida con el conductor de la camioneta, o se trata de una culpa exclusiva de la víctima con capacidad suficiente para exonerar de responsabilidad al aquí comprometido JAAH, este sí vinculado en calidad de acusado al presente diligenciamiento. 
Para definir este último interrogante, se hace indispensable resolver si el señor JAAH tenía prohibido hacer el giro a la izquierda para ingresar a la finca “Calatrava”, y en caso de no existir dicha prohibición, se analizará si tomó las medidas de precaución necesarias para realizar dicha maniobra de acuerdo con la reglamentación existente.
Segundo punto a resolver: giro a la izquierda en una vía demarcada con línea amarilla continua y aproximación a una curva.
En este asunto el señor fiscal y el apoderado de la víctima insistieron a lo largo y ancho de la actuación que el señor JAAH infringió la norma de tránsito y con su decisión de girar a la izquierda en una vía de doble sentido demarcada con línea amarilla continua generó un riesgo que contribuyó al resultado. Y ello es verdad, porque adicional a la intromisión indebida de parte de la moto en el carril izquierdo, si el conductor de la camioneta no hubiese realizado el citado giro en la forma en que lo hizo, la colisión no se habría presentado. 

El reproche al conductor del automotor radica por tanto, en haber efectuado un giro a la izquierda poco antes de una curva y sin tomar las previsiones necesarias. Recuérdese que esa clase de giros a la izquierda están permitidos siempre y cuando se haga un pare en la calzada de la derecha, se ponga la señal luminosa de la direccional, y luego de verificarse que no existan otros vehículos desplazándose por el carril contrario, proceder a la referida maniobra. 

Está claro por tanto que si la colisión se produjo es porque el aquí procesado hizo un giro en forma intempestiva, sin percatarse que ya se había empezado una maniobra de adelantamiento por parte de quien figura como afectado en su integridad física, así ese rebasamiento pueda ser censurable en los términos indicados en precedencia. 

Lo anterior se asegura de esa manera, porque el señor JAAH estaba en condiciones de percatarse con anticipación por medio del espejo retrovisor de la camioneta, que la motocicleta que venía detrás de él se encontraba realizando un adelantamiento por el carril izquierdo; pero contrario a ello, el acusado optó por realizar el giro a la izquierda sin detener la camioneta para cerciorarse de la presencia de los vehículos que se desplazaban de uno y otro lado -art. 66 Ley 769/02-. Y se concluye que el conductor no detuvo el vehículo como precaución debida, porque en la declaración que rindió la señora GLADYS TORO para la reconstrucción de los hechos que quedó plasmada en el acta de inspección a ese lugar de fecha junio 02 de 2015 señaló: “[…] transitaba despacio, reduciendo la velocidad
 aún más, para tomar vía despavimentada e inclinada de ingreso al costado izquierdo de la calzada […]”
Además de lo antepuesto, según la versión del mismo señor JAAH cotejada con las fotografías tomadas en la inspección al lugar de los hechos, el acusado contaba con buena visibilidad desde los retrovisores izquierdo y central de la camioneta; por tanto, tenía la posibilidad de visualizar oportunamente y con el vehículo detenido cualquier rodante que se acercara desde el lado izquierdo o que estuviera próximo a acercarse a la parte trasera de su vehículo. Todo ello con el objetivo de poder realizar el giro que pretendía hacer a la izquierda, sin contratiempo alguno. Pero, contrario a ello, se demuestra que el conductor nunca detuvo la marcha y procedió a realizar el giro a una menor velocidad, con el riesgo inminente de accidentalidad que ello implica, con mayor razón cuando dicha maniobra se efectúa próximo a ingresar a una curva. 

Queda claro por tanto, que cada uno de los personajes involucrados en la escena -acusado y víctima-, confluyeron con sus respectivos aportes hacia la obtención del resultado. Y es así en cuanto de haber tomado cada uno de ellos en forma independiente las precauciones debidas muy seguramente se hubiera evitado el impacto, o por lo menos no se hubiera incrementado el riesgo permitido y las lesiones no hubiesen sido de la gravedad conocida.

Conclusión: No fue una sino que fueron dos las causas concurrentes de orden culposo que dieron lugar a las lesiones sufridas por el señor ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO: en primer término la maniobra de adelantamiento indebida de parte del motociclista por el carril izquierdo en una vía de doble sentido con proximidad a una curva y demarcada con línea amarilla continua; y en segundo lugar, la omisión del señor JAAH de tomar las precaución reglamentarias antes de emprender el giro a la izquierda para tomar la vía alterna.

Siendo así, lo pertinente es revocar la absolución proferida por la primera instancia, para en su lugar asegurar que el aquí acusado debe ser declarado penalmente responsable por la parte de imprudencia que a él le corresponde, y dejar consignado que desde el punto de vista de las consecuencias civiles del delito que llegaren a demostrarse en un eventual incidente de reparación posterior, lo que procede es tener en consideración que el resultado es fruto de una coparticipación o concurrencia de culpas equivalente a un 50% para cada uno de los conductores involucrados.

Punibilidad   

La Fiscalía endilgó cargos a JAAH como autor responsable del punible de lesiones personales culposas de conformidad con los siguientes artículos del código penal: 111, 112 inciso 2º-incapacidad médico legal definitiva de 80 días-, 113 inciso 2° -deformidad física permanente- 114 inciso 2 -perturbaciones funcionales de carácter permanente-, 115 inciso 1º -perturbación psíquica de carácter transitorio- y 120 incisos 1 y 2.
De conformidad con la unidad punitiva consagrada en el artículo 117 del estatuto punitivo, se debe aplicar la pena de mayor gravedad, la cual corresponde a la establecida en el canon 114 inciso 2º, que oscila entre 48 a 144 meses, y multa de 34.66 a 54 s.m.l.m.v., disminuida de las 4/5 a las 3/4 partes por tratarse de una conducta culposa -artículo 120 inciso 1º-, a consecuencia de lo cual quedaría de 9 meses y 18 días a 36 meses y multa de 6.9 a 13.5  s.m.l.m.v. 

Así las cosas, los cuartos punitivos estarían representados de la siguiente manera: cuarto inferior de 9 meses y 18 días a 16 meses 6 días, y multa de 6.9 a 8.5  s.m.l.m.v.; primer cuarto medio de 16 meses 7 días a 22 meses 24 días, y multa de 8.6  a  10.2 s.m.l.m.v.; segundo cuarto medio de 22 meses 25 días a 29 meses 12 días, y multa de 10.3 a 11.8  s.m.l.m.v.; y cuarto superior, de 29 meses 13 días a 36 meses, y multa de 11.9 a 13.5  s.m.l.m.v.

En consideración a que al acusado no le fueron endilgadas circunstancias de mayor punibilidad y le figura una de menor punibilidad -carencia de antecedentes-, la sanción deberá ser fijada dentro del cuarto inferior, del cual consideramos apropiado aplicar el mínimo, esto es, 9 meses y 18 días  de prisión, y multa de 6.9 s.m.l.m.v. 

De igual forma, en consonancia con lo consagrado en el inciso 2º del artículo 120 ibídem, se le impondrá la privación del derecho de conducir vehículos por 16 meses, y como pena accesoria la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la sanción privativa de la libertad, esto es, 9 meses y 18 días.

Subrogado

Tanto por el aspecto objetivo, como por el subjetivo, se estima viable la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, que lo será por el término de dos años previa suscripción de diligencia compromisoria dentro de la cual el sentenciado adquirirá los siguientes deberes: (i) observar buena conducta individual, familiar y social; (ii) comparecer ante la autoridad judicial encargada de la vigilancia de la sentencia y no cambiar de residencia sin previo aviso; y (iii) pagar los perjuicios derivados de la infracción, a cuyo efecto se concede un plazo de diez (10) meses contados a partir del momento que quede en firme la decisión que ponga término a un eventual incidente de reparación.

De la doble conformidad

En un principio esta Sala era del criterio que cuando se revocaba un fallo absolutorio de primera instancia y en su lugar se declaraba la responsabilidad penal del acusado, se debía dar aplicación al tercer inciso del artículo 176 del CPP, en lo relativo al recurso de apelación que eventualmente podía ser interpuesto contra esa decisión, y en consecuencia se debía cumplir el trámite previsto en el artículo 179 ibídem, modificado por el artículo 91 de la ley 1395 de 2010. Ello en consideración al precedente contenido en la sentencia C- 792 del 29 de octubre de 2014 de la Corte Constitucional. 

Tal criterio fue modificado por la mayoría de los magistrados que integramos esta Corporación -con excepción del Dr. MANUEL YARZAGARAY BANDERA-, en atención a lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala Penal en providencias  48012 de julio 12 de 2016 y 47716 de diciembre de 2017, entre otras, razón por la cual solo se concedió de ahí en adelante el recurso extraordinario de casación frente a la primera sentencia de condena que en segunda instancia se profiriera por parte de este Tribunal.

Esa posición mayoritaria se ha mantenido hasta la fecha. No obstante, a la hora de ahora y con ocasión de un reciente fallo del órgano de cierre en materia penal, nos referimos a la sentencia 44564 de diciembre 5 de 2018, por medio de la cual se estableció que el procesado tenía derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria, entiende el Tribunal que se ha presentado un giro en la línea jurisprudencial que al respecto se tenía. Así lo entendemos porque en esta decisión la Corte expresó:

“El derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria (art. 235 incs. 2º y 7º de la Constitución, modificados por el A.L. 01 de 2018), más que un asunto de estructura, es una garantía instituida a favor de quien es declarado penalmente responsable, al margen de la instancia en que es condenado; de esa manera, se pretende que la presunción de inocencia que cobija a toda persona deba pasar por un doble filtro -ordinario- de revisión, antes de ser desvirtuada mediante declaratoria judicial. 

Ello muestra que, para el constituyente, el mecanismo de impugnación está atado a la sentencia de naturaleza condenatoria. El derecho a impugnar el primer fallo de condena es una protección reforzada al derecho fundamental a la presunción de inocencia, concretado en la garantía de la doble conformidad, igualmente prevista en el art. 15-5 del P.I.D.C.P...”  -negrillas fuera de texto-

En el referido fallo dictado en sede de casación se activó el ejercicio de la impugnación especial por medio de un procedimiento transitorio -cuyo trámite a seguir quedó allí establecido-, y se señaló igualmente que esa garantía opera a favor de quien es declarado responsable “al margen la instancia en que fue condenado”, lo que da entender que el mismo sería aplicable a casos como el presente, donde se ha revocado la sentencia absolutoria de primera instancia que se dictó para el comprometido JAAH, por lo cual se considera que en el caso sub examen la defensa del procesado estaría habilitada para interponer el recurso de apelación especial contra la determinación adoptada por esta Colegiatura, tal como se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.

En consecuencia, de interponerse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del C.P.P., en lo relativo al trámite; esto es, que la parte interesada deberá sustentarlo bien oralmente dentro de este mismo acto público, o dentro de los cinco (5) días siguientes por escrito, en cuyo caso posteriormente las partes no recurrentes tendrán a su disposición el expediente por otros cinco (5) días. 

De no interponerse la apelación en esta instancia por la parte legitimada para hacerlo, se dará trámite al recurso extraordinario de casación dentro del término de ley.

Aclaración de voto

Finalmente en atención a que el magistrado Manuel Yarzagaray Bandera manifestó su inconformidad en relación con la disminución en el monto de los perjuicios que deberá sufragar el sentenciado con ocasión de la culpa compartida, al considerar que ese porcentaje no debería ser establecido en este fallo de condena sino por el juez de primer grado al momento del debate en el incidente de reparación integral, procederá a aclarar su voto en tal sentido.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

falla

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia objeto de impugnación y en su lugar SE CONDENA al acusado JAAH como autor material responsable en la conducta punible de lesiones personales culposas, a la pena principal de 9 meses y 18 días de prisión y multa de 6.9 s.m.l.m.v., según los hechos acaecidos en las circunstancias de tiempo, modo y lugar consignados en el pliego acusatorio.

SEGUNDO: SE IMPONE al mismo acusado la privación del derecho a conducir vehículos por 16 meses.

TERCERO: SE CONDENA a JAAH a la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la sanción principal privativa de la libertad.

CUARTO: SE DECLARA que el justiciable tiene derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de dos años, previa suscripción de diligencia de compromiso sin lugar a consignar caución prendaria.

QUINTO: Para el adelantamiento del incidente de reparación de perjuicios se dará aplicación a lo normado en el artículo 102 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 86 de la Ley 1395 de 2010.

SEXTO: SE DISPONE que al momento de tasar los perjuicios dentro del incidente de reparación integral, el monto total de los mismos se reducirá en un 50% por concurrir culpa de la víctima ÁLVARO ANDRÉS REINA CARO en el resultado, de conformidad con lo expuesto en el cuerpo motivo de esta providencia. 

SÉPTIMO: Comuníquese esta determinación a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 166 C.P.P. 

OCTAVO: Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella proceden los recursos de apelación especial y de casación, conforme a lo explicado en la parte motiva de esta providencia, que deberán interponerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con aclaración de voto-

El secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ejemplo dado por el maestro REYES ECHANDÍA, Alfonso, en su obra La Culpabilidad, pgs. 132 y 133.


� Cfr. BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto, Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, pgs. 142,143 y 146.


� No dijo que había parado o estacionado el vehículo antes de proceder a realizar el giro, sino que redujo la velocidad, que es sustancialmente diferente.
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